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3531 RESOLUCION de 28 de enero de 1987. de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado. en el
recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de
los Tribunales don Francisco Ponee Riaza. en nombr~
de la Comisión de Acreedores del «Banco de Menorca,
Sociedad Anó,!ima», contra la negativa del Registra­
dor de la Propiedad de Larca a inscribir un testimonio
de los aulos de adjudicación dictados por el Juzgado
de Primera Instancia número 2 de Murcia.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el
Procurador de los.Tribunales, don Francisco Ponce Riaza, en
nombre de la ComlSlón de Acreedores del «llanco Comercial de.
Menorca. Sociedad Anónim.... contra la negativa del Registrador
de la Propiedad de Larca a inscribir un testimonio de los Autos de
adjudicación dictados por el Juzgado de Primera Instancia número
2 de Murcia.

HECHOS

I

El «llanco Comercial de Menon:a, Sociedad Anónirnll» solicitó
declaración de suspensión de pagos y tramitándose el oportuno
procedimiento el 31 de octubre de 1969 se a¡robó el convenio. que
fue publicado en el «Boletin Oficial del Estad"" de 6 de Noviembre
de 1969.

En la cláusula segunda de dicho convenio se hace constar que
los acreedores estarán representados por una Comisión de los
mismos «que podrán realizar y liquidar el ~trimonio del "Banco
Comercial de Menon:a, Sociedad Anónima' en bloque o separada­
mente, en el momento y en las condiciones que estimen preferibles,
con las más amplias facultades dispositiVl\SlO.

En las cláusulas tercera y cuarta del mismo se expone que se
otorgará un poder general irrevocable a Iilvor de los miembros de
la citada Comisión. señalándose a las personas a quienes se Iilculta.
La concesión de dicho poder fue aprobada por unanimidad en la
Junta general extraordinaria y universal del «llattco Comercial de
Menorca, Sociedad Anónirnll», celebrada el 4 de febrero de 1970.
Y en cumplimiento de este acuerdo se otorgó la corres!"?ndiente
escritura de poder, en la que se autoriza a la citada Comisión para
ejercitar las facultades antes indicadas.

Posteriormente. para dar personalidad juridica a la Comisión de
Acreedores, se constituyó una Asociación, cuyos Estatutos fueron
aprobados por la autondad competente.

II

Don Diego Miñarro Segura, en nombre propio y en el de otras
personas que figuran como poderdantes, constituy6 hipoteca unila­
teral sobre determinadas fincas por escritura pública, el dia 6 de
agosto de 1969. para garantizar al «Banco Comercial de Menon:a,
Sociedad Anónirnll», en liquidación y suspensión de pagos, el pago
de 55.000.000 de pesetas de princiP8L más 5.500.000 de pesetas
para eventuales gastos' dicha hipoteCa fue aceptada e inscrita en el
Registro de la Pro.l'iédad de Lon:a, el 2 de febrero de 1970.

Al haber venado la hipoteca sin satisfacerse su importe, se
requirió a los deudores de pago mediante la correspondiente aeta
notarial, y transcurrido el plazo concedido, la ColDlsión de Acree­
dores promovió ante el1uzpdo de Primera Instancia número 2 de
Murcia el procedimiento especial sumario del articulo 131 de la
Ley Hipotecaria. Dicho 1uz¡ado dictó auto. de fecha 20 de octubre
de 1983. adjudicando a la Comisión de Acreedores del «Banco
Comercial de Menorca, Sociedad Anónirnll» las fincas que en el
mismo se esoecifican. contra el que se interpuso recurso de
reposición, reformándose, en consecuencia, la parte dispositiva de
dicho auto por otro de fecha 14 de noviembre de 1983. para
determinar exactamente la suma dineraria que los actores adjudica.
tarios debían consignar.

III

Una vez efectuada la consignación antes referida, se solicitó del
Registro de la Propiedad de Lores la inscripción a nombre de la
Comisión de Acreedores del «Banco Comercial de Menorca,
Sociedad Anónima» de los bienes adjudicados en los mencionados
autos, que fue calificada con la siguiente nota: «Se deniega su
inscripción por los siguientes defectos: 1) Estando la hipoteca
inscrita a nombre de "Banco Comercial de Menorca, Sociedad
Anónima", en suspensión de pagos, no resulta legitimada registral­
mente la llamada "Comisión de Acreedores del Banco Comercial
de Menorca" para, actuando en nombre propio, ejercitar la acción
ejecutiva derivada de aquel derecho; ya que el de hipoteca no
admite otras vicisitudes jurídicas que las que se constituyen y
legitiman mediante los asientos del Registro, cual resulta de los
artículos 144. 145. 149 Yconcordantes de la Ley Hipotecaria. Se ha

tenido en cuenta que, a la vista de los documentos complementa~
rios presentados y del.convenio previamente inscrito que puso fin
a la suspensión de pagos, sólo resulta que la Entidad suspensa había
de conferir a una Comisión de sus acreedores integrada por
miembros nominativamente designados. amplias facultades a con­
signar en unos poderes futuros para que, en nombre del mismo
Banco, procedieran a realizar su patrimonio; pero no consta
ninguna atribución patrimonial otorgada por el CItadO Banco que
confiera a sus acreedores, -constituidos en Asociación o Comisión,
la titularidad directa O fiduciaria de ningún bien o derecho; cuyo
acto dispositivo debió. en su caso, haber accedido al Registro
conforme a los prece~os l~es antes citados en relación con el
articulo 2.°, número 1.0 ~ 3. ,de la misma Ley. 2) Los precedentes
razonamientos, que imPIden reconocer prima facie a la expresada
Comisión el carácter de acreedores hipotecarios, Uevan a la
consecuencia de que no puede adquirir las fincas hipotecadas
mediante adjudicación tras suhasta desierta de las reaJas 10.",
11." y 12." del articulo 131 de la Ley Hipotecaria. :f) Siendo
adjudicataria de las fincas la Comisión de Acreedores del Banco de
Menorca, no aparece con claridad si ésta es la prevista en el
convenio de Q,ue se ha hecho mérito. o es la Asociación de
Acreedores eril!lda en persona jurídica al margen del procedimiento
concursal, según los documentos complementarios aportados, y
como en el primer caso se trataría de una mera pluralidad de
personas fisieas, ni consta quiénes sean ni cómo queda distribuida
entre eUas la propiedad ~e se les átribuye. articulos 9, 4.·. de la
Ley Hipotecaria y 51, 9. , 54, 383 y concordantes de su Regla­
mento. 4) El auto de adjudicación no es suficientemente compren­
sivo de haberse cumplido los requisitos del articulo 131 de la Le¡
Hipo~ en especial los de sus re¡Ias, 3.&, 4.&, S.-, 7.·, 8.' y9. ,
Ycomo importantrsima omisión. la consi¡nación de excesos de las
reglas 15." y 16." que incluso del propio auto resulta que no ha
tenido lugar. 5) No consta, en fin. que la resolución a inscribir sea
firme. Por referirse los defectos 4) y S) a formalidades extrínsecas
del documento, y también el 4) y los defectos 1) a 3) a obstáculos
que sUlJCn del Registro, han sido tenidos en cuenta en la
calificaCIón del docUmento conforme al articulo 99 del Reglamento
Hipotecario. Y siendo insubsanables, al menos, los tres primeros,
DO se extiende anotación preventiva por ser improcedente. Se han
tenido a la vista como documentos complementarios, una copia
autorizada del aeta notarial número 33S174 del Notario de Madrid.
don Manuel Ramos Armero, y fotocopias con diligencia de su
cotejo notarial con los ori¡inales de una resolución .del Ministerio
de la Gobernación, Sección de Asociaciones. aprobando los nuevOs
Estatutos de la Asociación de Acreedores del Banco Comercial dó
Menorca y de los Estatutos de la misma Asociación, con nota de
su visado lubernativo.-Lon:a, 15 de mayo de I984.-El RegiSlrador,
firma ilegible.»

IV

A la vista de la nota de calificación del señor Registrador se
solicit6 del1uzgado que habla conocido del procedimiento judicial
sumario, se aclarase el contenido de los autos referidos, dictándose
auto, con fecha 30 de mayo de 1984, aclarando que la adjudicación
deberla entenderse realizada a Iilvor del «Banco Comercial de
Menon:a, Sociedad Anónim.... que fue impugnado por la represen­
tación de don Diego Miñarro Garcia y el1uzgado en auto de 13 de
junio de 1984, estimó el recurso por haberse solicitado la aclaración
fuera del plazo que determina el articulo 363 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil.

V

Con fecha 27 de julio de 1984, se volvió a~ escrito al
Registrador de la Propiedad de Lorca, solicitando la lDscripción a
nombre del «Banco Comercial de Menon:a, Sociedad Anónim... de
los bienes a<\iudicados en liquidación y suspensión de pagos.
Solicitud que dio lugar a la siguiente nota de calificación: «Presen­
tado nuevamente el precedente documento, como se dice en el
anterior estampillado. en unión de un testimonio de particulares
del ~miento de su razón; de dos fotocopias de edictos
publIcados en el "Boletln Oficial del Estado", dias 17 de octubre y
6 de noviembre de 1969. relacionados con la suspención de pagos
del Banco Comercial de Menorca; de la escritura del poder número
336/70. Notario de Madrid, señor Ramos, y de una copia simple de
resolución judicial recalda en el procedimiento inicialmente refe­
rido. se ratifica en su totalidad la anterior nota denegatoria de
inscripción, de fecha 25 de mafo último recaída a la presentación
del documento el dia 4 de abril anterior. asiento de presentación
número 1.711. folio 224, Diario 16l.-Lon:a, 6 de agosto de
1984.-El Registrador, firma ilegible.»

VI

El Procurador, don Francisco Ponce Riaza, interpuso recurso
gubernativo. en nombre de la Comisión de Acreedores del «Bance
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Comercial de Menorca, Sociedad Anónima», contra la anterior
calificación y alegó: Que la Comisión de Acreedores, de acuerdo
con lo establecido en el convenio de 6 de noviembre de 1969,
mediante el mismo poder que ha utilizado para el ejercicio del
ttroeedimiento judici.8l sumario, liquidó el patrimonio del «Banco
Comercial de Menorca, Sociedad Anónima», ejercitando las accio­
nes conducentes a dicha liquidación en diferente Juzgado ESP."Cial
asl como ante la Audiencia Territorial de Albacete y el Tnbunai
Supremo. En este mismo procedimiento judicial sumario, en el Que
se dictó el auto de adjudIcación de bienes de cuya inscris:x:ión se
trata, el demandado admitió la representación de la ComIsión en
nomore del «Banco Comercial de Menorca, Sociedad Anónima».
Que, al dudar el señor Re¡istrador de la 1egitimación de la
Comisión de Acreedores, se solicitó la inscripción a nombre del
«Banco Comercial de Menorca, Sociedad Anónima», en liquida·
ción y suspensión de pagos, puesto que, al haber otorpdo dicha
Entidad un poder irrevocable a favor de la citada Comisión, era
indiferente que la inscripción se realizara a nombre de la misma o
de quien aparecia en el Registro COmO acreedor hipotecario. Que,
en relación con el punto I!rimero de la nota de calificación, hay que
entender: a) que la Comtsión de Acreedores no ejercitó la accIón
hipotecaria en nombre propio, sino en virtud del poder irrevocable
otorpdo por el Banco, y asf fue aclarado por el Juz¡ado de Primera
Instancia nllmero 2 de Murcia, en auto de fecha 30 de mayo de
1984; b) que no son aplicables al caso los articulos 144, 145 y 149
de la Ley Hipotecaria, ya que no existe ~ún hecho o convenio
que pueda modificar o destruir la eliclicia de la obligación
hipotecaria, sino solamente el otor¡amiento de un poder JlllrB
realizsr el patrimonio del Banco supremo, en cuyo patrimomo se
encuentra el crédito hipotecario ejecutado; y c) que los poderes a
favor de la Comisión fueron otorpdos en su dla y, por tanto, no
PUede. hablarse de poderes futuros. Que, en lo referente al punto
segundo de la c:atilicación, se si¡nifu:a: a) que la Comisión de
Acreedores nunca intentó ostentar la condición de acreedor hipote­
cario, y siempre actuó como apoderado del «Banco Comercial de
Men9rca, Sociedad Anónim""; y b) qlle el problema, que hubiera
podido darse,ha desaparecido al solicitarse la inscripción a nombre
del referido Banco. Que, en lo que concierne al punto tercero de la
calificación registra!, se ooncrera: a) que sólo ha existido una
Comisión de Acreedores que, para tener personalidad jurldica,
adoptó la forma de Asociación, prevista en el a>dígo civil y se le
han adjudicado las fincaS en calidad de apoderado, tal como
siempre ha actuado la citada Comisión. y b) que, según resulta de
los propios tmninos del convenio, la NOClón de la Comisión de
Acreedores es la de liquidar el patrimonio del «Banco Comercial de
Menorca, Sociedad Anónilllll>t Y una vez inscritos los bienes
adjudi""¡os a nombre del Banco, la Comisión procederá a la
~enación de los mismo. para repartir su importe entre los
acreedores de la Entidad suspensa. Que, en lo referente al punto
cuan9 de la nota de calificación, se entiende: a) que no puede
hacerse una referencia sen~ri<:aa ocho reg1as del articulo 131 de la
Ley Hipotecaria, sin manifestar en concreto por qu~ han sido
infrinaidas, constderándose que si el JUZPdo de Primera Instancia
número 2 de Murcia ha dietado auto dO adjudicación, es que se
cumplieron en su totalidad las prescrlpciones del citado articulo
131, y b) que el exceso de adjudicación se cons~ en el Juz¡ado
antes referido, según resulta de la providencIO dictada por el
mismo. Que en cuanto al punto qwnto de la nota, el auto de
adjudicacIón definitiva de las fmeas hipotecadas es firme.

VII

El Re¡istrador de la Propiedad en defensa de su nota ale8ó: Que
los extremos· de la nota tcCutrida son suficientemente explícitos
sobre el criterio hipotecario en que se inspira y DO precisa un mayor
desarrollo. Que el auto de adjudicación que finiquite el proceso
judicial sumario del articulo 151 de la Ley Hipotecaria, debe
dictarse a favor del «Banco Comercial de Menorca, Sociedad
Anónimo, que es a nombre de quien fi¡ura inscrita la hipoteca, y
se ha de ejercitar por dicha Entidad; si, por el contrario, el proceso
concluye adjudicándose los bienes a la Comisión de Acreedores de
la citada Entidad, se impone la denegación de la inscripción por
defecto insubsanable del clocumento, iIl designarse como acreedor
hipotecario a persona o personas distintas de la inscrita en ~I
Jleaistro como titular de la hipoteca. Que el anterior criterio ha sido
compartido por el recurrente, alllOlicitar del Juzaado que conoció
del procedimiento la aclaración de que la adiudicación de las fineas
deberla ser ~ntendida realizada a favor def «Banco Comercial de
Menorca, Sociedad Anónima» y no de su Comisión de Acreedores
y, fracasado en su propósito, el Re¡istrador de la Propiedad carece
de c9mpetencia para lo que constituirla una fe de erratas de la
resolución judicial, más que una interpretación o aclaración,
consid~rando que con arreglo al artlculo 408 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, estamos ante una resolución judicial finne, y
que qún el anlculo 51-9." del Reglamento Hipotecario no le está
permitIdo al Registrador, ni aún con acuerdo de las partes, añadir

ni qUit.'\.f ninguna circunstancia. Que en los documentos judiciales
la califacación registral está determinada por el articulo 99 del
Reglamento Hipotecario y por la doctrina de la Resolución de ¡a
Dirección General de los Registros y del Notariado de 24 de agosto
de 1981. Que a los efectos del anlculo 116 del Reglamento
Hipotecario se tiene por subsanado el Quinto de los defectos
observados en la nota.

VIII

El ilustrísimo Juez del Juzpdo de Primera instancia número 2
de Murcia informó en los mismos términos Que lo alegado por el
señor Procurador de los Tribunales, don Francisco Ponee Riaza.

IX

El Presidente de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Albaeete, por abstención del Presidente de dicha Audiencia
Territoria!, confirmó la nota del Registtador de I..orca, en base a los
articulos 9-4." de la Ley Hipotecaria y 51-9." del ReaIamento
Hipotecario y por la necesaria conexión o enlace que las inscripcio­
nes registrales deben guardar, hace incuestionable la evidenCIO de
que la vigente inscripción registra! de la hipoteca impedía hacer la
inscripción interesada por la Comisión de Acreedores y máxime
cuando dicha Comisión acciona en nombre propio, no para la
Entidad suspensa, apareciendo como una personalidad distinta a
aquélla, con vida propia e independiente, aun cuando haya entre
ambas una cierta correlación, la derivada del estado de suspensión
de pagos y liquidación de la Entidad bancaria y de la situación de
acreedores de los miembros de ésta. . .

• FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulos 392,1.115,1.109,1111 y 1.725 del Código
civil; 2, 9, 18,20 y 131 de la Ley Hipotecaria; 1,51,82 y 166 del
Reglamento Hipotecario; las sentencias del Tnbunal Supremo de 1
de mayo de 1900,9 de diciembre de 1943, 10 de julio de 1946, 13
de marzo de 1953, 14 de diciembre de 1965, 1 de marzo de 1969
y 3 de enero de 1911 y las resoluciones de este Centro de 29 de
mayo de 1921, 14 de junio de 1922, 5 de mayo de 1910 y 24 de
agosto de 1981.

l. Los dos primeros defectos de la nota recurrida parten de la
inexistencia de atriboción patrimonial directa o fiduciaria otoraada
por la Entidad suspensa a sus acreedores en la cesión convenida, de
modo que éstos carecen de legitimación paro., en nombre propio.
instar la ejecución del qédito hipotecano, inscrito a nombre de
aquella, y pedir la adjudicación a su favor del bien gravado por
falta de postores en la segunda subasta (regla 11, articulo 131 de la
LeyHipo=~.

Tallfi n, sin embarao, deberá ser matizada en función del
análisis del convenio, judici8lmente aprobado, que aquéllos otor·
¡an.

2. Ciertamente multa dificil deducir el tipo de cesión de
bienes estipulada (si lo es en pago o para pago de deudas), pero tal
pol~mica Pllede ser obviada a efectos del presente recurso.. En
efecto, de admitir que nos hallamos ante una cesión en pago, su
indubitada esencia traslativa del dominio de los bienes cedidos,
desvirtúa claramente el presupuesto en el que halla fundamento
este primer defecto examin,ado. Si por el contrario, se entiende que
la cesión convenida lo es para pago de deudas, deberá considerarse
previamente la naturalezajurldica de tal figura. En este sentido, dos
posiciones destacan • nivel doctrinal y jurlsprudencial: a) la tesis
mantenida reiteradamente por el Tribunal Supremo que se traduce
en la existencia de un mandato liquidatorio y de pago cuya
ejecución se instrumentaliza a trav~s de un póder irrevocable.
Desde esta perspectiva -que el Registrador calificante~
sostener-en principio la actuación liquidatoria del eesionano sólo
podrá verificarse, con plena eficacia, a nombre de la Entidad
cedente y en uso del po<Ier suficiente que le hubiera conferido, tal
afirmación, como deCimos, es correcta en vfa de principio pues DO
excluye la existencia de UD. claro supuesto de representación directa
el que el cesionario--mandatario actuará en nombre propio silen­
ciando el J)Oder conferido cuando tal actuación recae sobre cosas
propias del cedente-manc1ante -«¡mo ocurre en el caso debatido-;
asl resulta de la excepción recogida en el inciso final del párrafo
2.° del articulo 1.111 del Códiao civil, y de la doctrina legal del
Tribunal Supremo (sentencias dO I de mayo de 1900 y 10 dé julio
de 1946), de DIodo que en tal hipótesis las consecuencias juridicas
de lo actuado en el propio nombre por el cesionario han de
entenderse producidas en la esfera del cedente y asi deberá
apreciarlo el Registrador calificante si la pertenencia al cedente del
bIen realizado asl como el mandato liquidatorio resultan debida·
mente acreditados por los documentos auténticos presentados y
por el contenido de los libros a su cargo (articulo 18 de la Ley
Hipotecaria). b) si por el contrario se configura la cesión para pa80
en deudas como un negocio -Uámese fiduciario o no- por el que
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se transmite al cesionario una titularidad real que le faculta para,
en nombre propio y con carácter exclusivo. liquidar los bienes del
cedente y cobrarse con el producto obtenido

b
su inscripción, posible

al amparo de los artículos 2_2.° y 3.° Y20-4. de la Ley Hipotecaria
y 7 de su Reglamento, serviría de nexo y fundamento a la de la
adjudicación calificada -que no es sino una consecuencia del
legitimo ejercicio de aquella titularidad- a favor de los acreedore..
cesionarios pudiendo verificarse la registración de una y otra
operación de forma abreviada en un sólo asiento, dada la natura·
leza ~rovi5ional del mismo en cuanto anuncia una próxima
adjudicación libre y definitiva del dominio de que se trate.

3. Respecto al tercero de los defectos señalados en la nota
recurrida, de la lectura de los documentos tenidos a la vista por el
calificador, se desprende claramente que en ningún caso la inscrip­
ción de la adjudicación debiera practicarse a nombre de la
Comisión de Acreedores de la Entidad suspensa, tal Comisión no
tiene personalidad jurídica ni ejercita facultades propias; no es sino
un órgano eri¡ido por los acreedores (los acreedores titulares de las
facultades cedidasJ' para facilitar su actuación, posible al amparo
del articulo 392-2. del Códiso civil, de modo que las consecuencias
positivas o nesativas de SUl actos redundarán en beneficio o
perjuicio de aquéllos, por tanto, los obstáculos apuntados en este
tercer defecto no serán predicables respecto de la mencionada
comisión, sino. en su caso, de los mismos acreedores cesionarios en
virtud de su no determinación individual; ahora bien, la previsión
leBa! de otros supuestos de indeterminación de las titularidades
inscritas (articulos 166-1.° y 82 del Realamento Hipotecario, ete.)
la probable existencia de un elevaáo número de acreedoreo­
cesionarios, la determinación de l!stos por remisión al expediente
de suspensión de PB8os, el carécter liquidatorio, y, por tanto
provISIOnal de las facultades cedidas, el carácter en mano común de
las titularidades ostentadas por los acreedores, osi como la articula­
ción de un órpno l~timado para el ejercicio de aquellos en su
nombre, han de posibilitar la práctica de inscripciones transitorias,
de mero puente, en favor de estas colectividades impeñectamente
identificadas en su composición, pero plenamente articuladas para
su funcionamiento y sin que por ello se l'e$i.entan los principios
básicos vectores de nuestro sistema registra1.

4. Respecto al cuarto de los defectos de la nola, la no
expresión en el auto de adjudicación del cumplimiento de los
trámites esenciales del procedimiento. en especial las citaciones o
notificaciones necesarias (reaJas 3, 4 Y5 del Reglamento Hipoteca­
rio) y la consi¡nación en debida fonna del sobrante (reglas 15, 16
Y 17 del articulo 131 del Reglamento Hipotecario), es doctrina
reiterada de este Centro directivo que en,.el examen de los
documentos judiciales, aún cuando la función calificadora aparece
más restringIda que en otras materias. no puede desconocerse la
competencia del Juzpdo o Tribunal, la consruencia del mandato
con el procedimiento o juicio en el que se hubiese dictado así como
los obstáculos que surjan del Re¡istro (articulo 100 de Reglamento
Hipotecario), y es este último aspecto el que determina un
cuidadoso examen del cumplimiento en el procedimiento seguido,
de las notificaciones prescritas le&a1 o re¡lamentariamente a los
titulares repstrales de derechos reales que podrían vene afectados
por dicho procedimiento, y este examen no podria llevarse a efecto
si en la resolución judicial oportuna no aparecen reseñadas las
citaciones o consi¡nacioncs prevenidas~

5. El quinto de los defectos de la nota no será examinado en
virtud de la rectificación efectuada por el Re¡istrador informante
(articulo 116 del Realamento Hipotecario).

Esta Dirección General ba acordado estimar parcialmente el
recurso interpuesto en cuanto a los tres primeros defectos de la nota
y confirmarla, asi como el auto apelado, respecto del cuarto defecto
apuntado.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V.
E. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 28 de enero de 1987.-El Director seneral, Mariano'
Martin Rosado. .

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de A1bacete.

3532 RESOLUCION de 28 de enero de 1987: de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado. por la
que se se1lala fecha de jUncionamiento en Eibar de la
capitalidad del Registro de la Propiedad de Vergara,
número 2. en cumplimiento de la Orden de 21 de
enero del presente año.

Excmo. Sr.: Vista la Orden de este Ministerio de 21 de enero del
presente año, por la que se acuerda el cambio de capitalidad a Eibar
del Registro de la Propiedad de Versara, número 2;

Vistos, asimismo, losarticulos 260 de la Ley Hipotecaria, 442
de su Reglamento y 7 del Real Decreto 1149/1985, de 1 de 08osto,

. Esta Dirección General ha acordado -que el traslado de capitali­
dad del Registro de Versara número 2 a Eibar se realice en el plazo
de un mes.

lo que comunico a V. E. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 28 de enero de 1987.-El Director general, Mariano

Martin Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Pamplona.

MINISTERIO DE DEFENSA
3533 ORDEN 713/38035/1987, de 23 de enero, por la que

se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tribu-.
nal Supremo, didada confecha 3 de octubre de 1986,
en el recurso contencioso-administralivo interpuesto
por dalla Manuela de la Cruz Rodriguez.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo
sesuido ell única instancia ante la Sección Quinta del Tribunal
Supremo, entre panes, de una, como demandante, doña Manuela
de la Cruz RodriSUez, quien postula !"'" si mis",a, y de otra, como
demandada, la Admimslración Púbhca, representada y defendida
IlOr el Abosado del Estado, contra el acuerdo de la Sala de
Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 12 de junio
de 1985, se ha dictado sentencia con fecha 3 de octubre de 1986,
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fa11amos: Que debemos desestimar y desestimamos el p.....
sente recurso contencioso-ac1ministrativo interpuesto por doda.
Manuela de la Cruz Rodrisuez, contra el acuerdo de la Sala de
Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 12 de jullio
de 1985, que desestimó el recurso de reposición contra otro aeu<:rdo
de la misma de 13 de marzo anterior, que den~ a la~n~
su petición de pensión; sin hacer expresa irnpos1ción de costas. .

Asl, por esta nuestra sentencia firme, que se notificará con
indicación de _'luc contra la misma DO cabe récurso aI¡UDO,
definitivamente ¡uzsando, lo pronunciamos, mandamos y firma­
mos...

En su virtud. de conformidad con lo establecido en la LeY
resuJadora de la Jurisdicción Contencioso-Administraliva de 27 de
diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere el
articulo 3.° de la Orden del Millisterio de Defensa número 54/1982.
de 16 de marzo, dispon80 que se cumpla en sus propios términos
la expresada sentencia. .

Dios ~rde a VV. EE. muchos añOL .
Madrid, 23 de enero de I987.-P. D., el Director seneral de

Personal, José Enrique Serrano Martinez.

Excmos, Sres. Subsecretario de Defensa y General Secretario del
Consejo Supremo de Justicia Militar.

3534 ORDEN 713/38037/1987, de 23 de enero, por la que
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la
Audiencia Nacional. dictada con fecha 30 de abril de
1986. en el recurso contencioso-iulministrativo inter­
puesto por don Luis Ramón Gullón y de OIlate.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seprido
en única instancia ante la Sección Cuarta de la Audiencia NBC10nal,
entre partes, de una, como demandante, don Luis Ramón GulIón
y de Oñate, quien postula por si mismo, y de otra, como
demandada, la Administración Pública, representada y defendida
por el Abogado del Estado, contra ResolUCIones del Ministerio de
Defensa de 14 de septiemore y 26 de noviembre de 1984, se h..
dictado sentencia con fecha 30 de abril de 1986, cuya pane.
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interPUesto por don Luis Ramón GulIón y de Oñate, contra
la resolución de la Junta Intenninisterial de ReclutamientO, de
fecha 21 de mayo de 1984, osi como frente a las tambil!D:
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 14 de septiembre y 26
de noviembre, ambas de 1984, estas últimas desestimatorias de los
recursos administrativos contra la primera formulados, a que. las
presentes actuaciones se contraen, debemos: _

Confirmar y confirmamos tales Resolqciones pOr su conformi"'l
dad a derecho en cuanto a las motivaciones impugnatorias de !aL
mismas ahora examinadas se refiere.


